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	PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES /Requisitos, Beneficiarios, Improcedencia intereses moratorios, improcedencia indexación, improcedencia costas / MESADA PENSIONAL – Prescripción

	TESIS:  El Instituto de Seguros Sociales considera que se debe revocar la sentencia de primera instancia en donde se le condena a reconocer y pagar a la demandante la pensión de sobrevivientes derivada del fallecimiento de su hermano a partir de abril 18 de 2003 por valor de $33.243.600.oo, por mesada pensionales causadas hasta febrero de 2009 por $496.900.oo, a partir de marzo de 2009, por concepto de mesada pensional, sin perjuicio de los incrementos legales futuros; intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 18 de abril de 2003; y costas del proceso.  Es claro advertir que teniendo en cuenta la fecha de fallecimiento del pensionado, las normas aplicables al caso concreto son las contenidas en la Ley 100 de 1993 que prescriben en sus artículos 46 sobre los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes: “1) Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesto común, que fallezca” y 47 sobre los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:”d)  A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste.  En el caso que se examina se colman las tres primeras exigencias.  De un lado, porque el pensionado era soltero y cuando falleció no tenía compañera, ni hijos, ni padres.  Y del otro, porque el Instituto de Seguros Sociales no cuestionó el estado de invalidez de la actora y éste se acreditó con dictamen, emitido por la Junta de Calificación de Invalidez de Antioquia.  Pero no ocurre lo mismo en relación con la dependencia económica de la demandante respecto de su hermano fallecido, por cuanto en el expediente obra prueba en contrario:  Estuvo trabajando, le pagaban salario mínimo y cada quince días le daban la mitad del pago, la actora estuvo afiliada al Instituto de Seguros Sociales por cuenta de la empleadora, entre febrero 23 de 1998 y enero 31 de 2004 y a la Entidad Promotora de SaludSaludCoop, como cotizante al plan obligatorio de salud, desde febrero 23 de 1998, tiene un derecho sobre una propiedad ubicada en el municipio de Andes y porque las pruebas contundentes para la Sala, le restan credibilidad a la prueba testimonial recaudada, que se evidencia parcializada y poco informada.  

Se ABSUELVE al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones formuladas en su contra.  
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	HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA/ Convenio Internacional sobre derecho humanitario – conflicto armado interno – indemnización de perjuicios 

	TESIS:  El Juzgado 27º Penal del Circuito de esta ciudad profirió sentencia absolutoria a favor de JUAN CARLOS PADIERNA PUERTA y JOHN DAIRO SOTO VELÁSQUEZ al no encontrarlos responsables, como autores del delito de homicidio en persona protegida.  Conoce la Sala el asunto en virtud del recurso vertical que oportunamente interpusieran el señor Fiscal y el Procurador en contra de la citada providencia.  La Fiscalía profirió resolución de acusación en contra del Capitán Iván Andrés Villafañe y otros soldados por el delito de homicidio en persona protegida y favorecimiento y ordenó romper la unidad procesal a fin de que se investigue a JUAN CARLOS PADIERNA PUERTA y JOHN DAIRO SOTO VELÁSQUEZ en calidad de autores materiales y procedió a abrir instrucción, ordenando vincular mediante indagatoria a los citados PADIERNA PUERTA y SOTO VELÁSQUEZ.  Luego de ser escuchados en diligencia de indagatoria se les resolvió su situación jurídica, imponiendo medida de aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de excarcelación.  La investigación fue cerrada.  En sentencia de primera instancia se absolvió del delito de homicidio en persona protegida a los citados PADIERNA PUERTA y SOTO VELÁSQUEZ por no existir certeza de la forma como se desarrollaron los hechos y tener duda de la responsabilidad de los mismos, procediendo previa caución, a ordenar su libertad.

En conclusión, para esta Sala, el análisis en conjunto, de acuerdo a las reglas de la sana crítica, de todo el material probatorio arrimado al dossier permite concluir, contrario a lo afirmado por el señor Juez de primera instancia, que al interior del protocolo, sí hay elementos demostrativos del suficiente carácter para traer certeza sobre la materialidad de los homicidios en las personas que en ese momento se hallaban en poder de los militares y la responsabilidad, como autores materiales, en la comisión de dichas conductas punibles de los para entonces soldados profesionales JUAN CARLOS PADIERNA PUERTA y JOHN DAIRO SOTO VELÁSQUEZ, hemos de reconocer que la razón le asiste a los recurrentes pues, en verdad, las probanzas permiten arribar a una conclusión de este calibre, en los términos que lo exige el artículo 232 de la Ley 600 de 2000.

Se revoca en su integridad la sentencia absolutoria emitida a favor de JUAN CARLOS PADIERNA PUERTA y JOHN DARIO SOTO Velásquez, y en lugar se les condena como responsables, a título de coautores materiales, de los homicidios en personas protegidas, siendo víctimas REYNEL ANTONIO ESCOBAR GUZMÁN, MARIO DE JESÚS GUZMÁN SEPÚLVEDA Y JUVENAL GUZMÁN SEPÚLVEDA, en hechos de los que dan cuenta estas averiguaciones.  Como consecuencia de lo anterior se les impondrán las penas de treinta y cinco (35) años de prisión, multa de dos mil doscientos cuarenta y ocho (2248) SMMLV e inhabilitación de derechos y funciones públicas por el lapso de dieciséis (16) años y diez (10) meses a cada uno de ellos.  No conceder a los condenados el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la prisión domiciliaria al no satisfacerse el requisito de orden objetivo.  No condenar a los procesados al pago de suma alguna a título de indemnización de perjuicios causados con la infracción al no hallarse acreditación sobre su ocurrencia.  
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	RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL EN USO DE MALACATE/ Actividad peligrosa – nexo causal eficiente entre la actividad y el daño – objeción por error grave a dictamen pericial. 

	TESIS:  Se procede a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra sentencia dictada por el Juzgado 12º Civil del Circuito de esta ciudad, por la cual se decidió que no prosperaba la objeción por error grave propuesta contra el dictamen pericial rendido dentro del proceso, se declararon prósperas las excepciones de culpa exclusiva de la victima; en consecuencia no fue declarada responsable la demandada de la ocurrencia del insuceso, ni hubo pronunciamiento sobre las llamadas en garantía, y se condenó en costas a la parte demandante.  Demandaron María del Tránsito Bonilla de Ramos, Bernardo, María Dolly, Oscar Sabino, Hernán Rodrigo, Silvio Antonio, Gloria Patricia, Fátima Rocío y Carlos Alberto Ramos Bonilla a la ciudadela Comercial Unicentro P.H., para que se declarara que la accionada es civil y extracontractualmente responsable de la muerte del señor Jorge Iván Ramos Bonilla; que como consecuencia se ordenara que está obligada a indemnizar los perjuicios extramatrimoniales así:  para la señora María del Tránsito Bonilla por una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales, o en subsidio por lo que por prudente arbitrio judicial se determine, y para los otros accionantes por la suma equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales para cada uno, o lo que determine el Juez.  Se solicitó además se condenara a las costas del proceso.  El señor Jorge Iván Ramos Bonilla para el mes de abril de 2005 laboraba al servicio de la Sociedad Coordinadora Mercantil S.A., como auxiliar de bodega en la sección de reparto en esta ciudad.  A las 5.45 p.m. del 22 de abril de 2005, el señor Ramos Bonilla se encontraba en las instalaciones de la ciudadela Comercial Unicentro P.H., cumpliendo sus funciones laborales de reparto de mercancía en el segundo piso del centro comercial.  De folios 3 a folios 6 de la providencia se analizan  todos los pormenores de la demanda, trámite y réplica.  El primer llamamiento lo hizo la accionada a la empresa Coservicios S.A., con base en contrato de mantenimiento de ascensores y malacates suscrito entre las partes desde el año de 1992.  Fue admitido en mayo 28 de 2007.  Aceptó la existencia del contrato de mantenimiento de los montacargas del centro comercial, pero manifestó que no era una entidad aseguradora.  Por ello solicitó que al momento de resolverse se definiera lo concerniente a la relación contractual que lo ligaba con el accionado.  Asimismo la accionada llamó en garantía a la Aseguradora Colseguros, con base en póliza de responsabilidad civil extracontractual no. 800001665.  Se admitió en mayo 28 de 2007.  Se acpetó la existencia de la póliza de seguro con un límite asegurado por vigencia y evento de $1.500.000.000, y con un deducible del 15% con un mínimo de 5 salarios mínimos mensuales legales vigentes.  Propuso contre el llamamiento las excepciones de límite de cobertura, y la de culpa grave del asegurado en caso que se demostrara, pues la póliza no cubría tal tipo de culpa.  Una vez tramitada la instancia el Juzgado dictó sentencia.  El señor Juez después de relatar lo acaecido durante el trámite, pasó a la valoración de los medios de prueba poniendo de presente que podía ser apreciado el dictamen pericial practicado dentro del proceso y que no prosperaba la objeción por error grave presentada por la parte demandante, por estar las conclusiones bien presentadas por la parte demandante, por estar las conclusiones bien cimentadas y provenir de un experto en la materia.  Concluyó entonces que examinados los medios de prueba se podía determinar que fue la víctima la que produjo el accidente al abordar el malacate para transporte exclusivo de mercancías, existiendo otros  medios apropiados y seguros para desplazarse, y realizar en el mismo maniobras para salir, pudiendo pedir ayuda accionando el botón de alarma o gritando, para que fueran en su auxilio.  Señaló que además se contaba con el mantenimiento especializado y el ascensor estaba en buenas condiciones técnicas.  Por ello definió que hubo culpa exclusiva de la victima.  Contra la decisión interpuso la parte demandante apelación, para que la sentencia fuera revocada y se acogieran las pretensiones de la demanda, o en subsidio se limitara la indemnización teniendo en cuenta una posible concurrencia de culpas.  Problemas a estudio.  Está en el centro de la cuestión definir si en el caso la accionada es responsable extracontractualmente por los perjuicios ocasionados a los demandantes, derivados de la muerte del señor Jorge Ivàn Ramos Bonilla acaecida el 22 de abril de 2005, por causa de un accidente en un malacate del centro comercial Unicentro, y especialmente si operó la ruptura del nexo causal por culpa exclusiva de la víctima deducida en la sentencia revisada.  Para definirlo habrá que estudiar los hechos a la luz de la normatividad relacionada con tal tipo de responsabilidad, para determinar si en el caso se probaron los elementos necesarios para efectuar la condena pedida, o si por el contrario se logró demostrar la señalada causal de exclusión.  También deberán estudiarse aspectos relacionados con los dictámenes periciales practicados dentro y fuera del proceso, para definir lo concerniente a las alegaciones de las partes.  La fundamentación jurídica se basa en los artículos 2341 y siguientes del C. Civil los que reglamentan la responsabilidad civil extracontractual.  Con base en el 2356 se ha creado la teoría de la responsabilidad en desarrollo de actividades peligrosas y el 2357 reglamenta la llamada compensación o reducción de culpa.  El Código de Procedimiento Civil admite la libertad probatoria al prescribir que sirve como prueba cualquier medio que sea útil para la formación del convencimiento del juez (art. 175).  Las pruebas pueden practicarse en el curso del proceso o fuera de él.  De esta segunda opción hacen parte las pruebas anticipadas, las cuales pueden practicarse con fines judiciales o extrajudiciales.  La prueba anticipada constituye un apoyo para el futuro demandante, porque puede ofrecerle certeza acerca de sus pretensiones y definir la estrategia que empleará en su demanda.  Es perfectamente factible que en este caso sea apreciada como prueba la inspección judicial que en asocio de perito se practicó anticipadamente sin citación de la contraparte y los llamados en garantía, apreciación que debe hacerse evidentemente teniendo en cuenta el resto de pruebas que obran en el proceso, y la pertinencia o no de la misma o los elementos de la responsabilidad que se discute.  Del caso a estudio.  Como se expresó, tratándose del ejercicio de actividades peligrosas el demandante debe probar el hecho, el daño y la relación de causalidad entre el hecho derivado de la actividad y el daño.  Para evitar la declaración de responsabilidad el accionado debe probar la ruptura del nexo causal entre el hecho el y daño, ya sea por la acción de la victima o un tercero o por la ocurrencia de fuerza mayor o caso fortuito.  HECHO.  En este caso no existe debate alguno sobre la forma como ocurrieron los hechos.  DAÑO.  Tampoco existe controversia en lo relacionado con este elemento.  RELACION DE CAUSALIDAD.  Este es el tema central del debate, pues los demandantes señalan que la muerte ocurrió como consecuencia de la actividad peligrosa desarrollada por la demandada, y por el contrario ésta y los llamados en garantía, manifiestan que la misma se debió únicamente a la actuación del señor Ramos Bonilla, lo que rompió el nexo causal necesario para definir responsabilidad.   La sentencia recurrida será confirmada.  Se probó la ruptura de nexo causal en razón de la actividad culpable y exclusiva de la víctima, lo que determina que la demandada no es responsable civil y extracontractualmente.  COSTAS en la instancia a cargo de la parte demandante y a favor de la accionada y las llamadas en garantía.  Se liquidarán separadamente. 
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